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RESOLUCIÓN REGISTRADA

BAJO ELN ....0).B..B.......

“2025 — 60? Aniversario de la Resolución 2065 (XX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de las Islas Malvinas”

Ushuaia, 0 2 JUN. 2025

VISTO: el Expediente del registro del Ministerio de Economía

MEC-E-2377-2025, caratulado: “S/TRAMITACIÓN DE NUEVO CRÉDITO —

LEY DE EMERGENCIA DE SEGURIDAD PÚBLICA ADQUISICIÓN

RODADOS”, y;

CONSIDERANDO

Que a orden 17 se agregó la Nota N”* 393/2025 LETRA M.E.,

mediante la cual el Ministro de Economía, CP Francisco R. DEVITA, remitió
las actuaciones a este Órgano de Control, a los fines de remitir las actuaciones

del Visto, para su debida intervención.

Que a orden 18, el Secretario Contable de este organismogiró las

actuaciones al Secretario Legal, a efectos de que se expida en el marco de sus

incumbencias (NOTA-INT-SC-98-2025).

Que, de esa forma, en el orden 20 se agregó el Informe Legal INF-

SL-56-2025, mediante el cual luego de efectuarse un minucioso repaso de los

antecedentes, se materializó el siguiente análisis y conclusión: “(...) Atento lo

expuesto, la intervención de esta área legal, en esta instancia, se circunscribe

a determinar si el financiamiento pretendido se ajusta a las pautas legales que

lo rigen, o, en su defecto, a detectar la existencia de alguna transgresión a los

límites establecidos por la normativa.

A los fines de analizar jurídicamente el procedimiento utilizado,

cabe destacar los postulados de la Ley Provincial N.* 495, aplicable “(...) en

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos” 1



aoetodo el sector público provincial, el que a tal efecto está integrado por: a)

Administración provincial, conformada por la Administración central y los

organismos descentralizados,  autárquicos, no  autárquicos y las

administraciones comunales no autónomas (...)” (conf. artículo 8).

Asimismo, esta norma revela que “La Administración Financiera

comprende el conjunto de Sistemas, órganos, normas y procedimientos |

administrativos que hacen posible la obtención de los recursos públicos y su

aplicación para el cumplimiento de los objetivos del Estado provincial” (conf.

artículo 2).

Estos “Sistemas”, que deberán estar interrelacionados entre sí,

son: el Sistema Presupuestario, el Sistema de Crédito Público, el

Sistema de Tesorería y el Sistema de Contabilidad (conf. artículo 5).

Además, el Título 1] la Ley de Administración Financiera regula |

el Sistema de Crédito Público, cuyo órgano rector es la 'Contaduría General

de Presupuesto” (artículo 67).

Por otro lado, define al Crédito Público como “(...) la capacidad

que tiene el Estado de endeudarse con el objeto de captar medios de

financiamiento para realizar inversiones, para reestructurar su organización,

o reestructurar sus pasivos, incluyendo los intereses respectivos.

No podrán aprobarse nuevas operaciones de Crédito Público en

la medida que el endeudamiento total supere lo establecido por la Ley

provincial N* 487 (...)' y lo somete a lo dispuesto en la Ley provincial N*

487 -y sus leyes reglamentarias- (conf. artículo 56).

Acto seguido, en el artículo 357, la norma establece el

endeudamiento que será considerado crédito público dentro de los cuales

menciona en su inciso c) “la contratación de préstamos con instituciones

financieras” y el inciso e) “el otorgamiento de avales, fianzas y garantías cuyo

vencimiento supere el periodo del ejercicio financiero”.

En función de ello, a mi modo de ver, la operatoria financiera

llevada a cabo en las presentes actuaciones encuadraría en los incisos del

artículo precedentemente citado.
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En ese camino, entiendo que, un primer acercamiento de análisis,

debe darse respecto del cumplimento de las pautas requeridas por nuestro plexo

constitucional, que en su artículo 70, dispone: La Legislatura podrá autorizar,

mediante leyes especiales sancionadas con el voto de los dos tercios de sus

miembros, la captación de empréstitos o la emisión de títulos públicos con base

y objeto determinados, los que no podrán ser utilizados para equilibrar los

gastos de funcionamiento y servicios de la administración.

En ningún casola totalidad de los empréstitos adquiridos o títulos

públicos emitidos, comprometerán más del veinticinco por ciento de los

recursos ordinarios del Estado Provincial”.

Sobre el artículo citado, el criterio que se ha sostenido en

anteriores intervenciones análogas es que de la misma se extraen, en principio,

cuatro requisitos 1) Autorización Legislativa con una mayoría agravada; 11)

Que la operatoria tenga un objeto determinado; 111) No podrá ser utilizado para
equilibrar gastos de funcionamiento o servicios de la administración, es decir

para solventar gastos “corrientes”; y IV) la totalidad de los empréstitos

adquiridos o títulos públicos emitidos, comprometerán más del veinticinco por
ciento de los recursos ordinarios del Estado Provincial ,

En cuanto al requisito de la autorización legislativa, se exige una

mayoría agravada de los dos tercios de sus miembros en su aprobación.

Ante ello, es menester mencionar que La Ley provincial N.? 1573

en su artículo 1* dispuso: “Declárase la Emergencia del Sistema Integral de

Seguridad Pública de la Provincia, desde la sanción de la presente ley y por el

término de dos (2) años, prorrogable por el Poder Legislativo Provincial por
un (1) año más, previa presentación del Poder Ejecutivo de un informe

circunstanciado que pruebe la estricta necesidad de la misma”,

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos” 3



Bajo ese escenario, el plexo normativo mencionado, en su artículo

4" determinó: “Establécese que, a fin de alcanzar los objetivos propuestos, los

organismos de la Seguridad Pública Provincial alcanzados por esta ley se

encuentran autorizados y obligados a llevar adelante las siguientes acciones:

a) e) implementar un programa de reparación integral y de

mantenimiento del parque automotor afectado a la seguridad pública;

f) establecer un esquema de adquisición de vehículos, equipa-

miento técnico e insumos necesarios para garantizar la respuesta eficiente del

servicio de seguridad, priorizando las áreas operativas”.

Asimismo, el artículo 12 de la Ley de emergencia citada reza:

“Autorizase al Poder Ejecutivo a contraer deuda pública por hasta un monto de

PESOS DIEZ MIL MILLONES (310.000.000.000), a los efectos de financiar

infraestructura y adquisición de bienes de uso destinados al Sistema integral de

Seguridad Pública de la Provincia para el cumplimiento de los objetivos esta-

blecidos en esta ley.

Dicho endeudamiento podrá ser instrumentado mediante acuer-

dos de préstamos y/u otros instrumentos financieros que el Poder Ejecutivo

acuerde en moneda nacional y con tasas de interés que no sean superiores a las

prevalecientes para operaciones de mercado.

El Poder Ejecutivo determinará las condiciones financieras el

plazo, las tasas de interés y demás características de los empréstitos, priori-
zando criterios de sostenibilidad fiscal y considerando la situación económica

y financiera de la Provincia de acuerdo a las condiciones establecidas en esta

ley (el subrayado no corresponde al original).

Así las cosas, sobre el endeudamiento mencionado en el artículo

anterior, el artículo 13 determinó que: “Autorizase al Poder Ejecutivo a garan-
tizar la emisión de los instrumentos que surjan como consecuencia del artículo

12 de esta ley con afectación de recursos corrientes provenientes de la Copar-

ticipación Federal de Impuestos netos de la Coparticipación a municipios y a
suscribir los instrumentos necesarios y toda otra documentación complementa-

ria que la operación de crédito público aprobada mediante esta ley, requiera”.
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Bajo ese contexto, respecto de la autorización Legislativa referida

a la operatoria de endeudamiento aquí analizada y su la necesidad de sanción

con mayoría agravada, la norma en cuestión fue tratada en la 7ma sesión or-

dinaria de la Legislatura provincial del 11 de diciembre del 2024, bajo el

asunto N.* 623/24, y que la misma fue aprobada porla decisión unánime de los

quince (15) legisladores.
Entalsentido, la operatoria de crédito público analizada supera-

ría el valladar constitucional de la autorización agravada de los miembros que

integran el Poder Legislativo.

Respecto del segundo de los requisitos, referido a las bases y ob-

jeto determinado, el endeudamiento en cuestión referiría a la adquisición de

veinte (20) vehículos; veintisiete (27) camionetas y tres (3) minibús.

La adquisición de los automotores precedentemente señalados se-

gún lo manifestado por el Viceministro de Coordinación de Gabinete Sr. Jorge
Alberto CANALS tendrían la siguiente motivación: “(...) la incorporación de

nuevas unidades al sistema integral de seguridad no solo permitirá ampliar el

parque automotor sino que permitirá tanto a la Policía como al Servicio Peni-

tenciario poder brindar una respuesta eficiente del servicio de seguridad de

áreas estratégicas y operativas,

La renovación del parque automotor y la incorporación de nuevas

unidades, radica en el desgaste progresivo de las unidades y con el fin de man-

tener la capacidad operativa, y brindar una respuesta de seguridad acorde a
las necesidades de nuestra comunidad, es imperioso contar con estos vehículos”.

En virtud de ello, del segundo de los requisitos, referido a las ba-

ses y objeto determinado, en mi opinión se encontraría cumplido atento que el

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos” E



crédito público pretendido tendría como objeto la adquisición de bienes mue-

bles registrables, especificamente vehículos, para ampliar y/o modernizar la

flota vehicular de seguridad, en el marco de la emergencia de dicha materia,

declarada por la Legislatura provincial.

Enrelación conel tercer requisito referido a que los empréstitos

adquiridos no podrán ser utilizados para “(...) equilibrar los gastos de funcio-

namiento y servicios de la administración (...)”, requiere de algunas precisiones.

La definición de gastos de funcionamiento y servicios de la admi-

nistración surge del primer párrafo del artículo 6” de la Ley provincial N.* 487

de 'Ley de Compromiso Fiscal y Transparencia de la Gestión Financiera” que

reza: “(...) entiéndase como definición conceptual de “gastos de funciona-
miento” a las erogaciones anuales originadas exclusivamente en los gastos de

personal, la adquisición de bienes de consumoy la atención de los servicios

no personales, en las que incurre la Administración Provincial en todo su

conjunto institucional (...)' (el énfasis me pertenece).

En tal sentido, la adquisición de bienes objeto de las presentes

actuaciones que tienen como motivación la modernización y ampliación de la

flota vehicular destinados a afrontar la emergencia en materia de seguridad

declarada, no encuadraría a mi modo de ver en gastos de funcionamiento ni en

servicios de administración de acuerdo con la definición antes expuesta.

Así, en función al cuarto requisito, surge de la parte final del ar-

tículo 70 de la carta magna provincial, que: “En ningún caso la totalidad de los

empréstitos adquiridos o títulos públicos emitidos, comprometerán más del

veinticinco por ciento de los recursos ordinarios del Estado provincial”.

Conforme ello, este límite constitucional cuantitativo, también fue

reglamentado porel legislador en la parte final del artículo 6* de la Ley pro-
vincial N.* 487, el que en su parte pertinente establece: “(...) se definen como

recursos ordinarios' los indicados en el artículo 66 de la Constitución de la

Provincia, considerando que dicha limitación del VEINTICINCO POR

CIENTO (25%) se deberá calcular a ejercicio vencido o en base a la progra-
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mación presupuestaria, y sobre el total de los recursos del Sector Público Pro-

vincial, entendiendo comotal la consolidación de los correspondientes a todos

los Poderes, entidades y organismos que componen la Administración Pública

Provincial y cuyo cálculo se aprueba en el Presupuesto General de la Provin-

cia”,

Ahorabien, en relación a la ratio de endeudamiento establecida,

en la presente operatoria fue analizada por la Contadora General de la pro-
vincia C.P, Yesica S. FLECHA y la Subdirectora de deuda pública de la Conta-

duría General C.P. Adriana Elizabeht CEJAS quienes suscribieron la NOTA-

CGP-3237-2025 se exponen que los sobre los “(...) recursos corrientes se con-

signa neto de la estimación correspondiente a las transferencias a los munici-

pios por coparticipación de impuestos, que asciende al monto de

$223.650.714.930,75”.

Ánte ello, las funcionarias mencionadas concluyeron: “que el ni-

vel de endeudamiento no superaríael límite establecido en la Constitución Pro-

vincial, aun considerando este nuevo endeudamiento”.

En cuanto al análisis realizado, entiendo conveniente traer a co-

lación lo expuesto por la doctrina al comentar el artículo 70 constitucional,

entendiendo que el límite del veinticinco por ciento deberá ser cotejada con el

total de los recursos del Sector Público provincial, en sentido amplio (*Consti-

tución de la provincia de Tierra del Fuego, Antártida, e Islas del Atlántico Sur,

comentada, anotada y concordada', Ernesto A. LOFFLER,pp. 382, editorial

La Lenga, 2021”),

Además, se debe tener en cuenta que la Ley Nacional N.* 25.917

establece el Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal”, la que en su artículo

21 indica como límite de endeudamiento, tanto para las provincias como para

“Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos” 7



ided
la C.A.B.A., el quince porciento (15%) de los recursos corrientes netos; ahora

bien, esta provincia al adherir al régimen aludido reservó esta cuestión y man-

tuvo el límite en veinticinco por ciento (25%) establecido en la Constitución

provincial.

En ese orden de ideas, y de acuerdo con lo analizado por los fun-

cionarios intervinientes, parecería que conforme a lo expuesto por la Conta-

dora General que, a modo preliminar, se respetaría la ratio de endeudamiento

establecida por la Constitución provincial.

No obstante, teniendo en cuenta las particularidades del caso, en-

tiendo conveniente sugerir, se dé intervención a la Secretaría Contable, que en

el marco de sus competencias, realice el análisis correspondiente con el objeto

de cotejar si en las presentes actuaciones se cumple conel límite constitucional

establecido en el segundo párrafo del artículo 70 de la Constitución Provincial

sobre si el financiamiento pretendido con el fin de adquirir la flota automotor

compromete más del veinticinco por ciento (25%) de los recursos ordinarios

del Estado Provincial.

Además, en función de lo expuesto en el segundo párrafo del ar-

tículo 12 de la Ley provincial N.* 1573 el que expone sobre el endeudamiento

que: “(...) podrá ser instrumentado mediante acuerdos de préstamos y/u otros

instrumentos financieros que el Poder Ejecutivo acuerde en moneda nacional y

con tasas de interés que no sean superiores a las prevalecientes para opera-
ciones de mercado” (el énfasis me pertenece), ante ello entiendo conveniente

sugerir que se de intervención a la Secretaría Contable a los efectos de poder

evaluar en las presentes actuaciones, si las tasas estipuladas por el Banco de

la provincia no son superiores a las operaciones que brindan el mercado, de

cado acompañado en orden N.?* 11.

Por otra parte, en cuanto a la intervención del Banco Tierra del

Fuego, a los efectos de analizar la legitimidad de la presente operatoria de

crédito, ello en su carácter de agente financiero de la Provincia (art. 72 Cons-

acuerdo con lo expuesto por la Contaduría General y el Relevamiento de Mer- |

titución provincial), teniendo en cuenta que el empréstito se celebrará con esa



j
| RESOLUCIÓN REGISTRADA

BAJO ELN" 0.6.8TO

*2025 — 60” Aniversario de la Resolución 2065 (XX) de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la cuestión de las Islas Malvinas”

misma entidad financiera, su participación se puede entender a mi criterio

como cumplida, por lo expuesto en la Nota G.G N.* 015/2025 del Gerente Ge-

neral del mismo Lic. Juan Manuel DUARTE brindando viabilidad al mismo.

Además, siguiendo una misma línea de recomendaciones de este

Tribunal, entiendo conveniente que se dé participación a la Fiscalía de Estado,

como viene realizado en las operatorias de crédito público que lleva adelante

el Estado provincial,

Asimismo, es necesario destacar que el análisis propiciado por
esta Secretaría y eventualmente el que hará la Secretaria Contable se realiza

en abstracto, es decir que no ha tenido una aplicación práctica todavía, por lo

que en la eventual ejecución del mismo podrán surgir otras cuestiones no pre-
cisadas aquí, que merezcan una opinión diferenciada de este Tribunal, hacién-

dole saber que será intervenido en el marco del control posterior a cargo del

“Grupo Especial de Control de Deuda Pública* creado por la Resolución Ple-

naria N.? 308/2022.

III. CONCLUSIÓN:

Analizadas las actuaciones a la luz de las consideraciones verti-

das, las pautas legales y reglamentarias que deben observarse en el caso y los

antecedentes citados, procede aclarar que, en primer lugar, la competencia de

este Tribunal de Cuentas -en esta instancia- se circunscribe a determinar la

juridicidad de las actuaciones referida a las operatorias de Crédito público del

Estado Provincial.

En funciónde ello, del cotejo realizado, se puede observar, en esta

instancia y de la documental adunada, el cumplimiento de los requisitos esta-

$ Al blecidos por el Ordenamiento jurídico vigente, especificamente el artículo 70

P “Las Islas Malvinas, Georgias del Sur, Sándwich del Sur y los espacios marítimos
e insulares correspondientes son argentinos 9


